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Carta de fecha 18 de octubre de 2004 dirigida al Presidente del
Consejo de Seguridad por el Presidente del Comité del Consejo
de Seguridad establecido en virtud de la resolución 1373 (2001)
relativa a la lucha contra el terrorismo

Tengo el honor de dirigirle la presente con referencia a mi carta de 25 de
agosto de 2004 (S/2004/689). El Comité contra el Terrorismo ha recibido el cuarto
informe de Turquía, que se acompaña, presentado de conformidad con el párrafo 6
de la resolución 1373 (2001) (véase anexo). Le agradecería que disponga lo necesa-
rio para que el texto de la presente carta y su anexo se distribuyan como documento
del Consejo de Seguridad.

(Firmado) Andrey I. Denisov
Presidente

Comité del Consejo de Seguridad establecido en
virtud de la resolución 1373 (2001) relativa a la

lucha contra el terrorismo
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Anexo
Nota verbal de fecha 18 de octubre de 2004 dirigida al Presidente
del Comité contra el Terrorismo por la Misión Permanente de
Turquía ante las Naciones Unidas

El Representante Permanente de Turquía ante las Naciones Unidas se compla-
ce en saludar al Presidente del Comité y, con referencia a la carta de 16 de julio
de 2004 del Presidente, tiene el honor de presentar adjunto el cuarto informe de
Turquía que contiene información sobre las cuestiones planteadas por el Comité
contra el Terrorismo (véase apéndice).
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Apéndice*

Cuarto informe de la República de Turquía presentado
al Comité contra el Terrorismo en respuesta a su carta
de fecha 16 de julio de 2004

Nota: La numeración de los párrafos y apartados siguientes corresponde a los
párrafos y apartados de la carta del Sr. Alexander V. Konuzin, Presidente del Comité
contra el Terrorismo del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas, de 16 de
julio de 2004.

1. Medidas de aplicación:
Tipificación como delito de los actos de terrorismo y su financiación

1.1 Turquía tiene diversos textos legislativos que contienen disposiciones que
pueden invocarse para prevenir y reprimir la financiación de los actos de terrorismo.
Como destacamos en nuestros informes anteriores al Comité contra el Terrorismo
del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas, los principales instrumentos a
este respecto son la Ley No. 3713, de la lucha contra el terrorismo y el Código Penal
de Turquía (Ley No. 765), que son anteriores a la aprobación del Convenio interna-
cional para la represión de la financiación del terrorismo y de la resolución 1373 del
Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas.

El apoyo a los actos de terrorismo, incluida su financiación, está considerado
como un delito penal sancionado con penas graves en la Ley de lucha contra el te-
rrorismo y en el Código Penal. Según el artículo 7 (párrs. 2 y 5) de la Ley de lucha
contra el terrorismo, la asistencia a miembros de organizaciones terroristas constitu-
ye un delito de terrorismo sancionado por la ley. Según el párrafo 4 del artículo 7 de
la Ley contra el terrorismo, están prohibidas las actividades de las asociaciones,
fundaciones, sindicatos ... que presten apoyo a movimientos terroristas. Estas insti-
tuciones deberán ser disueltas por decisión de los tribunales y sus bienes serán con-
fiscados. Según el artículo 169 del Código Penal, los que intencionalmente presten
asistencia a terroristas o faciliten sus actividades serán castigados con penas obli-
gatorias de prisión de tres a cinco años. El artículo 314 del Código Penal prevé pe-
nas de prisión de hasta un año por el delito de prestar asistencia a organizaciones
constituidas con el fin de delinquir. Desde la presentación del último informe al
Comité contra el Terrorismo se han introducido importantes cambios y adiciones en
las principales leyes de Turquía como parte del conjunto de reformas destinadas a
armonizar la legislación de Turquía con las disposiciones de la Unión Europea.

El Código Penal de Turquía ha sido revisado y actualizado en este contexto
por la Gran Asamblea Nacional Tuca el 26 de septiembre de 2004. El nuevo Código
Penal entrará en vigor el 1° de abril de 2005. El nuevo Código Penal contiene, al
igual que el anterior, amplias e importantes disposiciones que consideran cualquier
forma de asistencia a organizaciones criminales y terroristas delitos graves sancio-
nados con fuertes penas.

* El apéndice puede consultarse en la Secretaría.
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Sin embargo, pese a lo dicho, hay que reconocer que existen deficiencias en la
legislación turca que deben subsanarse para que ésta sea compatible con el Conve-
nio de las Naciones Unidas para la represión de la financiación del terrorismo, en el
que Turquía es parte.

Como ya se indicó en nuestro anterior informe al Comité contra el Terrorismo,
de 29 de mayo de 2003, el Ministerio de Justicia, en colaboración con los ministe-
rios pertinentes y otras autoridades del Gobierno, se esfuerzan continuamente por
mejorar la Ley No. 3713 (Ley de lucha contra el terrorismo). Es un hecho reconoci-
do que la modificación por el Ministerio de Justicia de la Ley de lucha contra el te-
rrorismo será un proceso complejo, teniendo en cuenta su carácter específico. Por tal
razón se ha creado un nuevo grupo cuyo mandato es ocuparse exclusivamente del
delito de “financiación del terrorismo” con el fin de armonizar la legislación turca
con el Convenio de las Naciones Unidas para la represión de la financiación
del terrorismo, siguiendo las instrucciones del Primer Ministro.

Este Grupo de Trabajo sobre la financiación del terrorismo, integrado
por expertos de los Ministerios de Justicia, Interior, Finanzas, Relaciones Exteriores
y la Subsecretaría del Tesoro, ha iniciado su labor bajo la presidencia de la Junta de
Investigación de los Delitos Financieros del Ministerio de Finanzas. El Grupo de
Trabajo celebró su primera reunión el 1° de abril de 2004 y a la fecha del presente
informe había celebrado cinco reuniones. Hasta ahora, el Grupo de Trabajo ha exa-
minado aquellos aspectos en que la legislación turca no se ajusta al Convenio inter-
nacional para la represión de la financiación del terrorismo (el Convenio), y
ha estudiado las enmiendas que deben introducirse para cumplir estos requisitos. Se
espera que el Grupo de Trabajo presente en breve sus propuestas a la Oficina
del Primer Ministro, incluidas disposiciones concretas para tipificar como delito la
financiación del terrorismo, que se incorporarán a la Ley de lucha contra el terro-
rismo (Ley No. 3713) con el fin de armonizar esta Ley con el Convenio. Además, para
cumplir plenamente los requisitos del Convenio, el Grupo de Trabajo tiene la inten-
ción de presentar una nueva propuesta a la Oficina del Primer Ministro con objeto
de modificar la definición del terrorismo que figura en la Ley contra el terrorismo a
fin de ampliar su alcance teniendo en cuenta los elementos de este delito contenidos
en el artículo 2 del Convenio.

1.2 Como se ha explicado ya en nuestros anteriores informes, según el artículo 90
de la Constitución turca, los acuerdos internacionales firmados y suscritos por
la República de Turquía de conformidad con los trámites legales correspondientes
adquieren fuerza de ley nacional. En consecuencia, las disposiciones de los 12 con-
venios/protocolos de lucha contra el terrorismo forman parte integrante de la legis-
lación turca.

Los delitos tipificados en los convenios mencionados están previstos en las
distintas leyes mencionadas en nuestro anterior informe. No obstante, al recibir
la carta del Comité contra el Terrorismo, el 23 de septiembre de 2004 los organis-
mos oficiales competentes iniciaron un estudio de la legislación turca con el fin de
determinar sus disposiciones, tanto generales como específicas, que corresponden a
los delitos mencionados en los 12 convenios de las Naciones Unidas de lucha contra
el terrorismo. Los resultados de este estudio se presentarán oportunamente
al Comité contra el Terrorismo una vez que se complete.



0457860s.doc 5

S/2004/832

1.3 Como ya se ha indicado en el párrafo 1.1 supra, el Grupo de trabajo sobre
la financiación del terrorismo, que entró en funciones el 1° de abril de 2004, ha
identificado las esferas de la legislación turca que no se ajustan a los requisitos del
Convenio internacional sobre la financiación del terrorismo, y ha considerado las
enmiendas que deben introducirse para tener en cuenta estos requisitos. En este
contexto, las enmiendas previstas en la legislación, que incluirán disposiciones con-
cretas para tipificar como delito la financiación del terrorismo, tendrán también en
cuenta las deficiencias en la legislación turca por lo que respecta a la congelación
y confiscación de bienes y fondos por delitos relacionados con el terrorismo y
su financiación, con el fin de ampliar el ámbito de las disposiciones teniendo en
cuenta los delitos mencionados en el párrafo 1 del artículo 2 de dicho Convenio.

Eficacia de la protección del sistema financiero

1.4 Por lo que respecta a la aplicación efectiva de los apartados a), b) y c) del pá-
rrafo 1 de la resolución, según el artículo 16/A del Reglamento para la aplicación
de la Ley No. 4208 sobre prevención del blanqueo de dinero, la Junta de Investi-
gación de los Delitos Financieros puede pedir a los establecimientos responsables,
incluidos los bancos y otras instituciones financieras, que aseguren la capacitación
necesaria de sus empleados a fin de que estén mejor familiarizados con las obliga-
ciones establecidas en el Reglamento. El Ministerio de Finanzas determina los pro-
cedimientos, alcance, contenido, destinatarios y fecha de los programas de capacita-
ción/educación que deben llevar a cabo los establecimientos responsables.

De conformidad con el capítulo V del Comunicado General 4 de la Junta de
Investigación de los Delitos Financieros, los establecimientos responsables deben
determinar el contenido de sus programas de capacitación teniendo en cuenta los
aspectos siguientes:

– Transacciones que deben identificarse, procedimientos de identificación de los
clientes y contabilidad;

– Identificación de transacciones sospechosas y procedimientos de notificación;

– Procedimientos para la presentación de la información y documentos requeridos;

– Penas aplicables en caso de incumplimiento de estas obligaciones.

Estos programas de capacitación incluyen el nuevo tipo de transacciones
sospechosas relacionadas con la financiación del terrorismo (No. 20) indicadas en el
Comunicado General No. 3 de la Junta de Investigación de los Delitos Financieros.
Estos programas se revisan continuamente según las necesidades y se repiten a
intervalos regulares.

Los establecimientos responsables deben presentar periódicamente a la Junta
de Investigación de los Delitos Financieros los resultados estadísticos de los pro-
gramas de capacitación, indicando el número de participantes, así como la duración
de los programas.

Datos estadísticos sobre las actividades de capacitación llevadas a cabo en 2003:
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Cuadro 1 a)
Actividades de capacitación en 2003

Actividades de capacitación en 2003

Lugar de la capacitación Número Número de participantes

En el país 51 454

En el extranjero 1 1

Total 52 455

Cuadro 1 b)
Capacitación en el país

Número de participantes

Capacitación en el país Número Instructores Alumnos

Recibida por la Junta de Investigación 13 – 81

Impartida por la Junta de Investigación

A los grupos responsables y organismos encargados
de hacer cumplir la ley 25 38 –

Formación en el servicio de la Junta de Investigación 13 34 301

Total 51 72 382

Además, la Junta de Investigación y la Unión de Bancos de Turquía han prepa-
rado conjuntamente un programa de capacitación que se presentará a través de In-
ternet. Este programa de capacitación incluye también cuestiones relacionadas con
la prevención de la financiación del terrorismo.

La Dirección General de Seguridad del Ministerio del Interior ha presentado a
la Comisión de la Unión Europea un proyecto titulado “Fortalecimiento de la lucha
contra el blanqueo de dinero, las fuentes financieras de la delincuencia y la finan-
ciación del terrorismo”, como un proyecto “Twinning” en el marco del programa
“PHARE” de la Unión Europea, que es un instrumento para facilitar a los países
candidatos su proceso de adhesión a la Unión Europea. El objetivo de este proyecto,
que todavía tiene que ser ratificado por la Comisión de la Unión Europea, es prestar
apoyo y fortalecer las instituciones de Turquía responsables de combatir la financia-
ción del terrorismo y el blanqueo de dinero. Este proyecto, que se llevará a cabo
conjuntamente por el Departamento de Lucha contra el Terrorismo y el Departa-
mento para Combatir la Delincuencia Organizada y el Contrabando de la Dirección
General de Seguridad del Ministerio del Interior, juntamente con las instituciones
federales alemanas pertinentes en calidad de “asociados”, tiene un presupuesto total
de 2.334.000 euros. De este total, se piensa asignar 1.225.00 euros a programas de
educación y capacitación en los que se esperan participen aproximadamente 900
personas.

El Organismo turco de reglamentación y supervisión de la banca (BRSA) tam-
bién ofrece cursos de capacitación a su personal, así como a auditores bancarios ju-
rados, en cuestiones como el blanqueo de dinero, las tipologías y tendencias del
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sector financiero y la utilización abusiva de los bancos para el blanqueo de dinero.
Estos cursos los imparten conjuntamente la Asociación de Bancos de Turquía
(TBB), la Junta de Investigación de los Delitos Financieros (MASAK) y la Acade-
mia Internacional Turca contra la Droga y la Delincuencia Organizada (TADOC).

1.5 Como ya se ha explicado en informes anteriores, cualquier persona, indepen-
dientemente de su nacionalidad, que cometa un delito de terrorismo dentro o fuera
de Turquía será objeto de una acción penal de conformidad con las disposiciones de
la legislación pertinente.

El artículo 4 del Código Penal turco dice así: “Si un nacional turco o un ex-
tranjero comete un delito grave contra la seguridad del Estado turco, o cualquiera
de los delitos especificados en los artículos 316, 317, 318, 319, 320, 323 y 324 del
Capítulo I, parte seis y en los artículos 332 y 333 del Capítulo II, parte seis será
procesado y castigado con las penas prescritas en dichos artículos.

Estas personas, aunque hayan sido condenadas anteriormente en países ex-
tranjeros, serán procesadas de nuevo en Turquía a instancia del Ministerio de Justi-
cia, salvo en el caso de falsificación de moneda. (...)”.

El artículo 5 del Código Penal turco dice así: “Si un nacional turco comete un
delito grave en un país extranjero, distinto de los mencionados en el artículo 4, san-
cionado con una pena de privación de libertad por un período no inferior a tres
años de conformidad con la legislación turca, será castigado de conformidad con la
legislación turca siempre que se encuentre actualmente en Turquía.

Si este delito está castigado con una pena de privación de libertad inferior a
tres años, la acción penal sólo podrá iniciarse a instancia de la parte lesionada o
del gobierno extranjero.

Si la parte lesionada es un extranjero, el acto deberá estar castigado de con-
formidad con la legislación correspondiente del país en que se cometió”.

En los casos en que el acto fuese cometido fuera de Turquía por un nacional
extranjero que se encuentra actualmente en Turquía, se aplicarán las disposiciones
del artículo 6 del Código Penal turco:

“Si un extranjero comete un delito grave en un país extranjero, distinto
de los mencionados en el artículo 4, sancionado con una pena de privación de
libertad por un período no inferior a un año de conformidad con la legislación
turca, contra Turquía o contra un nacional extranjero, será castigado de con-
formidad con la legislación turca siempre que se encuentre actualmente en
Turquía.

Sin embargo, la acción pública sólo podrá iniciarse a instancia del Mi-
nistro de Justicia o de la parte lesionada.

Si el delito se ha cometido contra un extranjero, el autor será castigado
a instancia del Ministro de Justicia siempre que se reúnan las siguientes
condiciones:

1. Que el acto constituya un delito sancionado con una pena de priva-
ción de libertad no inferior a tres años de conformidad con la legis-
lación turca.



8 0457860s.doc

S/2004/832

2. Que no exista un tratado de extradición o que la extradición sea
denegada por el Estado en cuyo territorio se ha cometido el delito
o el Estado del que sea nacional su autor.

Si un nacional turco o un nacional extranjero comete en un país extran-
jero alguno de los delitos previstos en el Capítulo III, parte ocho del Código
Penal turco, se iniciará automáticamente una acción penal y el autor del de-
lito será castigado con las penas previstas en los artículos de ese capítulo.”

La información relativa a las personas o entidades notificadas al Ministerio de
Relaciones Exteriores turco por las embajadas extranjeras con una solicitud de que
se congelen sus bienes basada en la existencia de delitos de terrorismo, se transmiti-
rá oportunamente a los ministerios e instituciones oficiales pertinentes. Se lleva a
cabo una investigación a fondo para ver si estas personas o entidades tienen antece-
dentes en Turquía. Si la investigación confirma las sospechas contra la persona o
entidad interesada, el caso se planteará ante los tribunales turcos.

Y se ha explicado en los anteriores informes el procedimiento habitual seguido
por lo que respecta a la lista de personas y entidades publicada por el Comité de
Sanciones del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas establecido en virtud de
la resolución 1267 del Consejo de Seguridad.

Por otra parte, como ya se ha indicado en el párrafo 1.3 del presente informe,
el Grupo de Trabajo sobre la financiación del terrorismo que se ha venido ocupando
de las enmiendas que deben introducirse en la legislación, también examina las de-
ficiencias de la legislación turca por lo que respecta a la congelación y embargo de
bienes y fondos por delitos relacionados con el terrorismo y su financiación. Tam-
bién se ha mencionado en el párrafo 1.1 que el Grupo de Trabajo sobre la financia-
ción del terrorismo está considerando actualmente la posibilidad de presentar una
propuesta a la Oficina del Primer Ministro para modificar la definición del terroris-
mo contenida en la Ley de lucha contra el terrorismo, a fin de ampliar su alcance pa-
ra que abarque plenamente la dimensión internacional de los actos de terrorismo.
Así pues, si el gobierno aprueba esta propuesta y la ratifica la Gran Asamblea Na-
cional Turca, la aplicación de las mencionadas disposiciones de la Ley de lucha
contra el terrorismo y del Código Penal se verá más fortalecida por lo que respecta a
la congelación de fondos y bienes de una persona que se encuentre en Turquía, aun-
que haya cometido el delito de terrorismo en el extranjero.

1.6 De conformidad con la Ley de bancos de Turquía No. 4389, únicamente los
bancos y establecimientos financieros especializados están autorizados para llevar a
cabo operaciones bancarias, incluidas las remesas o transferencias de dinero. Los
sistemas bancarios oficiosos no están autorizados para operar en Turquía. Para todo
tipo de operaciones bancarias se exige una licencia expedida debidamente.

En la actualidad operan en Turquía 49 bancos y cinco instituciones financieras.
Únicamente estas instituciones y el Servicio de Correos de Turquía pueden hacer
transferencias de dinero en el país de acuerdo con la ley. No es posible que ninguna
otra entidad realice operaciones bancarias sin una licencia. Según los artículos 3 y 4
de la Decisión No. 32 sobre protección del valor de la moneda turca, los bancos e
instituciones financieras especializadas están obligados a informar al Banco Central
turco, en un plazo de 30 días, de las transferencias de dinero a terceros países que
excedan de 50.000 dólares de los EE.UU., o su equivalente en liras turcas.
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Por otra parte, teniendo en cuenta el hecho de que grandes cantidades de dine-
ro en efectivo son transportadas de un país a otro por personas familiarmente deno-
minadas “correos”, como método ilegal de transferencia de dinero, se han adoptado
las medidas necesarias en los puestos fronterizos. Según el artículo 3 del Regla-
mento No. 32 sobre protección del valor de la moneda turca, la cantidad máxima de
dinero que los viajeros pueden sacar al extranjero es de 5.000 dólares de los EE.UU.
o su equivalente en liras turcas. A continuación figuran las estadísticas relativas a
las sumas de dinero no declaradas en posesión de estos “correos”.

Fecha Lugar Cantidad de dinero confiscada

11 de julio de 2001 Puesto fronterizo de Gürbulak 220.500 dólares EE.UU.
475.100 marcos alemanes

29 de marzo de 2002 Puerto de Esmirna/Çeşme 132.790 libras esterlinas
23 de septiembre de 2003 Aeropuerto de Antalya 125.000 euros
4 de abril de 2004 Puesto fronterizo de Edirne/

Kapikule
527.380 dólares
63.375 euros

20 de julio de 2004 Puerto de Esmirna/Çeşme 499.500 euros

1.7 El artículo 12 del Reglamento para la aplicación de la Ley No. 4208 sobre
prevención del blanqueo de dinero dice así:

“Si existe una sospecha o una situación sospechosa de que el dinero o
valores convertibles utilizados en transacciones llevadas a cabo o que se in-
tenta llevar a cabo, en nombre de los establecimientos responsables a través
de sus intermediarios proceden de actividades ilegales, esta situación se co-
municará inmediatamente a la Junta de Investigación de los Delitos Financie-
ros y se procederá a la identificación del cliente.

Las personas, instituciones y establecimientos que informen de transac-
ciones sospechosas a la Junta de Investigación de los Delitos Financieros, o
los empleados que lleven a cabo y tramiten esta transacción, así como los re-
presentantes legales, no podrán advertir a sus clientes.

La notificación de una transacción sospechosa que ya se ha realizado, de
acuerdo con la presentación de información con carácter permanente, no hará
innecesaria la obligación de comunicar las transacciones sospechosas.

La Junta de Investigación de los Delitos Financieros está autorizada pa-
ra determinar los tipos de transacciones sospechosas como orientación para
las partes responsables.”

En el artículo 3 del Reglamento para la aplicación de la Ley No. 4208, se de-
terminan como establecimientos responsables los siguientes:

a) Los bancos;

b) Los establecimientos financieros privados;

c) Las instituciones que expiden tarjetas de crédito como actividad princi-
pal, aparte de los bancos;



10 0457860s.doc

S/2004/832

d) Las instituciones de préstamo, empresas de financiación del consumo y
empresas de factoraje financiero que operan en el marco de la legislación sobre ope-
raciones de préstamo;

e) Las compañías de seguros y reaseguros que operan en el marco de la Ley
de Supervisión del Seguro No. 7397;

f) El Istanbul Stock Exchange Settlement and Custody Bank Inc.;

g) Los agentes de bolsas de valores y las empresas de gestión de cartera;

h) Los fondos de inversión;

i) Las compañías de inversión;

j) Los agentes de bolsas de metales preciosos;

k) los comerciantes de joyas, piedras preciosas y metales preciosos;

l) Las instituciones autorizadas para operar en el marco de la legisla-
ción sobre divisas (incluidas las casas de cambio de divisas);

m) Todo tipo de servicios postales y empresas de transporte, incluida la Di-
rección General de Servicios Postales;

n) Las instituciones de préstamo financiero;

o) Las personas que actúen como intermediarios en la compra y venta de
inmuebles;

p) Los administradores de loterías;

r) Los agentes de venta de buques, aeronaves y vehículos, incluida la ma-
quinaria de construcción;

s) Los coleccionistas de objetos históricos, antigüedades y obras de arte, así
como los marchantes o casas de subastas;

t) Los clubes deportivos.

En el Comunicado general No. 2 de la Junta de Investigación de los Delitos
Financieros, sobre informes de transacciones sospechosas, se ha añadido a la lista de
establecimientos responsables:

– Los notarios públicos,

– La Dirección General de Lotería General,

– La Dirección del Catastro,

– El Jockey Club de Turquía.

En el Comunicado general No. 3 de la Junta de Investigación, publicado des-
pués de los ataques terroristas del 11 de septiembre de 2001, se ha añadido un nuevo
tipo de transacción sospechosa a los 19 tipos de transacciones que ya estaban defi-
nidas en el Comunicado general No. 2. De acuerdo con este nuevo tipo de transac-
ciones sospechosas, si los establecimientos responsables, como, por ejemplo las ca-
sas de cambio de divisas y los notarios, tienen motivos razonables para sospechar
que ciertos fondos pueden estar vinculados o relacionados con el terrorismo o actos
terroristas o se utilizan con el fin de llevar a cabo estas actividades, estarán obliga-
dos a informar de la transacción de que se trate a la Junta de Investigación de los
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Delitos Financieros. En ese caso, el establecimiento responsable deberá completar el
“Formulario de notificación de transacciones sospechosas” y remitirlo a la Junta de
Investigación de los Delitos Financieros en un plazo de 10 días. El procedimiento de
notificación se explicaba con detalle en nuestro informe anterior al Comité contra el
Terrorismo de fecha 9 de mayo de 2003.

Desde el 2 de julio de 2002, sólo se ha remitido a la Junta de Investigación de
los Delitos Financieros un formulario de notificación de transacciones sospechosas
relacionado con este vigésimo tipo de transacción sospechosa. La investigación re-
lacionada con este formulario específico sigue su curso.

1.8 En el Comunicado general No. 2 de la Junta de Investigación de los Delitos Fi-
nancieros las transacciones sospechosas se definen en los siguientes términos:

1. Poco deseo de facilitar la información que normalmente se exige a toda
persona mientras se lleva a cabo la transacción; tener dificultad para facilitar infor-
mación sobre la identidad; presentar información insuficiente o falsa; presentar do-
cumentos que se sospeche que han sido falsificados; proporcionar información equí-
voca sobre la situación financiera; declarar una finalidad falsa para la transacción.

2. Transferencia de sumas importantes de dinero desde países o hasta
países en que se lleven a cabo actividades ilegales relacionadas con los estupefa-
cientes, el contrabando o las organizaciones terroristas, y transferencia de im-
portantes sumas de dinero desde o hacia paraísos fiscales.

3. Detección de aumentos anormales en las cuentas de una persona en los
bancos u otros establecimientos responsables y mantenimiento de importantes su-
mas de dinero inactivas en esas cuentas.

4. Transferencia de grandes sumas de dinero por el cliente a direcciones y
cuentas distintas de las utilizadas regularmente por el cliente.

5. Movimientos en efectivo de sumas importantes o transferencias de sumas
importantes desde el extranjero a una persona o a la cuenta de una persona de mala
reputación y que no tenga una activa comercial conocida o antecedentes comerciales
en el país.

6. Transferencias de sumas importantes hacia o desde otro país sin utilizar
una cuenta, mediante transferencias electrónicas de fondos, sin una explicación sufi-
ciente y exigiendo que la transferencia electrónica se abone en efectivo al destinatario.

7. Existencia de más de una cuenta de carácter conspicuo en el mismo esta-
blecimiento, que sumadas alcancen cifras importantes; o mantenimiento de varias
sumas en cuentas separadas o reducción del límite máximo de las transacciones con
el fin de evitar los requisitos de notificación.

8. Pagos o transferencias a la misma cuenta por un elevado número de per-
sonas sin una explicación razonable.

9. Apertura de una cuenta de depósito para transferir fondos a bancos ex-
tranjeros por personas cuyo volumen de comercio es tan reducido que no requiere
una cuenta bancaria en su país de origen; o transferencia de las sumas en efectivo
depositadas con el fin exclusivo de remitir fondos a cuentas provisionales, mante-
niendo los fondos en la cuenta durante un período muy breve sin realizar ninguna
transacción.
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10. Existencia de cuentas que no guardan proporción con las actividades co-
merciales y realización de transferencias entre estas cuentas; realización de transac-
ciones sin una finalidad comercial clara, efectuando pagos a personas que no tienen
una relación abierta con el interesado.

11. Recepción de créditos o préstamos en grandes cantidades y reembolso de
los mismos en breve plazo, de forma inesperada y sin ninguna explicación razonable.

12. Obtención de créditos en el país indicando una cuenta en el extranjero
como garantía y creando después las condiciones para que la institución crediticia
disponga del dinero depositado en el extranjero; o reembolsando el crédito obtenido
en el país mediante una transferencia de fondos desde bancos en paraísos fiscales en
el extranjero.

13. El hecho de que al solicitar un crédito no se facilite información convin-
cente acerca del uso al que se destinará el dinero, o no se presente información clara
sobre los planes de reembolso.

14. Transferencias de dinero hacia o desde el extranjero, en cantidades simi-
lares, durante un breve período de tiempo.

15. El hecho de dar órdenes de compra o venta en relación con cuentas
abiertas en los mercados de valores y de futuros con el fin de hacer transacciones
ficticias en cantidades equivalentes, sin ninguna explicación razonable.

16. El hecho de llevar a cabo transacciones similares en dos o más cuentas
abiertas al mismo tiempo con el fin de operar en el mercado de valores, registrando
continuamente pérdidas y ganancias en estas cuentas que pertenecen, o se sospechan
que pertenecen, a las mismas personas.

17. El hecho de cubrir continuamente grandes pérdidas en cuentas abiertas
por un intermediario mediante sumas en efectivo suministradas por un inversor
determinado; o la transferencia de los beneficios desde diferentes cuentas al mismo
inversor.

18. La apertura por intermediarios de importantes cuentas en efectivo, ha-
ciendo los pagos en efectivo en el momento de la apertura de la cuenta o en la fecha
de la transacción.

19. La apertura de múltiples cuentas en las que se realizan los mismos tipos
de transacciones con el fin de distraer la atención sobre la cuantía de las transaccio-
nes realizadas por los intermediarios.

20. Existencia de motivos razonables para que los establecimientos
responsables sospechen que ciertos fondos están vinculados o relacionados con
el terrorismo o actos terroristas o se utilizan con objeto de llevar a cabo esas
actividades.

Los tipos de transacciones sospechosas mencionadas tienen carácter de orien-
tación únicamente. Es posible que una transacción sospechosa utilice un método
distinto. Aunque el método o la naturaleza de la transacción no corresponda a los ti-
pos mencionados, si una transacción provoca sospechas debe ser considerada como
una transacción sospechosa y notificarse en consecuencia sin demora a la Junta de
Investigación de los Delitos Financieros.
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1.9 Como se ha indicado antes, los establecimientos responsables sólo han comu-
nicado un formulario de transacción sospechosa a la Junta de Investigación de los
Delitos Financieros en relación con el “vigésimo tipo de transacción sospechosa”,
desde el 2 de julio de 2002, fecha en que se distribuyó el Comunicado general
No. 3. La investigación relacionada con este formulario sigue su curso.

Medidas de protección contra el terrorismo

1.10 Turquía aplica los procedimientos de asistencia judicial mutua en cuestiones
penales de conformidad con las disposiciones de los tratados bilaterales o multilate-
rales en que es parte. A falta de tratado, estas cuestiones se resuelven de conformi-
dad con el derecho consuetudinario internacional o sobre la base de la reciprocidad.

En consecuencia, en la legislación turca no existe ninguna disposición especial
en lo referente a la extradición de personas, las comisiones rogatorias y el traslado
de actuaciones penales.

Por otra parte, de conformidad con el artículo 9 del Código Penal de Turquía,
un nacional turco no puede ser extraditado a un país extranjero. Además, Turquía no
extradita a las personas cuyos delitos son de carácter político de conformidad con el
artículo 3 del Convenio Europeo para la extradición de las personas condenadas. Sin
embargo, este principio no se aplica en los casos de delitos de terrorismo.

Los delitos sancionados con una pena de privación de libertad de al menos un
año de conformidad con la legislación de las partes se consideran delitos que dan
lugar a la extradición en los tratados bilaterales en los que Turquía es parte. En otras
palabras, los tratados bilaterales concertados por Turquía con terceros Estados no
enumeran ni especifican los delitos que dan lugar a extradición, pero disponen que
todos los delitos sancionados con la pena mencionada son delitos que dan lugar a la
extradición, independientemente de su naturaleza. Así pues, los delitos mencionados
en los convenios internacionales pertinentes pueden dar lugar a extradición en virtud
de los tratados bilaterales en los que Turquía es parte.

El traslado de personas condenadas se lleva a cabo de conformidad con las
disposiciones de la Ley No. 3002 sobre “Ejecución de sentencias de tribunales de
estados extranjeros contra nacionales turcos y de tribunales turcos contra nacionales
extranjeros”, juntamente con las disposiciones de los acuerdos bilaterales y
multilaterales.

El reconocimiento y validez de los fallos de los tribunales extranjeros se rige
por la Ley No. 2675 sobre “Derecho internacional privado y derecho procesal”.

1.11 Las disposiciones del artículo 9 del Código Penal de Turquía constituyen la
base de las decisiones relativas a las solicitudes de extradición. Como ya se ha dicho
en nuestra respuesta a la pregunta anterior 1.10, según el artículo 9 del Código Pe-
nal, Turquía no concede la extradición de sus nacionales a terceros países. Además,
no se concede la extradición si la actividad en cuestión es de carácter político (“de-
lito político”). Los tribunales turcos tienen autoridad para decidir sobre la nacionali-
dad de la persona cuya extradición se solicita y sobre la naturaleza del delito.
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En el nuevo Código Penal, que entrará en vigor el 1° de abril de 2005, figuran
disposiciones similares. Según el artículo 18 del nuevo Código Penal, se denegará la
solicitud de extradición si el acto a que se refiere:

a) No está tipificado como delito en la legislación turca,

b) Es de carácter político o militar o se refiere a la manifestación de una
opinión,

c) Se ha cometido contra la seguridad del Estado turco o en perjuicio de los
intereses del Estado turco, o de un ciudadano turco, o de una sociedad establecida de
conformidad con la legislación de Turquía,

d) Constituye también un delito que corresponde a la jurisdicción de los tri-
bunales turcos,

e) Ha sido objeto de indulto o ha prescrito.

De conformidad con el mismo artículo, al igual que en el actual Código Penal,
los nacionales turcos no pueden ser extraditados a terceros países. La única excepción
a esta norma la constituyen los compromisos asumidos por Turquía de conformidad
con sus obligaciones con el Tribunal Penal Internacional. Además, no se concede la
extradición si hay motivos razonables para creer que la persona cuya extradición se
solicita será procesada o condenada por razón de su raza, religión, nacionalidad o si-
tuación social, o si existe el peligro de que sea objeto de torturas o malos tratos.

Si un tribunal turco considera aceptable una solicitud de extradición, el Con-
sejo de Ministros tiene la autoridad final para decidir si está o no de acuerdo con la
solicitud de extradición.

La noción de “delito político” a que se hace referencia en el Código Penal se
ha tomado de los documentos internacionales, fundamentalmente del Convenio Eu-
ropeo sobre la extradición. Sin embargo, como se explicaba en nuestra respuesta a la
pregunta anterior, los delitos de terrorismo no se consideran delitos políticos. Tur-
quía es parte en los 12 convenios de las Naciones Unidas para combatir el terroris-
mo, y todos los delitos que figuran en estos instrumentos legales internacionales es-
tán considerados por Turquía como “delitos de terrorismo”. Además, según el artí-
culo 90 de la Constitución turca, los acuerdos internacionales firmados y ratificados
por Turquía de conformidad con los procedimientos legales correspondientes ad-
quieren fuerza de ley en derecho interno. En consecuencia, las disposiciones de los
12 convenios/protocolos internacionales para combatir el terrorismo son parte inte-
grante de la legislación turca.

Eficacia de los controles aduaneros, de inmigración y de fronteras

1.12 Se ha presentado a la consideración del Primer Ministro un proyecto de en-
mienda de la Ley de Pasaportes No. 5682, preparada de conformidad con las normas
internacionales y la legislación de la Unión Europea. Corresponde al Consejo de
Ministros (el Gobierno) someter este proyecto a la Gran Asamblea Nacional Turca
para su aprobación.

El proyecto de enmienda de la Ley de Pasaportes No. 5682 establece penas
más graves por el hecho de cruzar la frontera ilegalmente, con el fin de disuadir a
las personas que intervienen en estos delitos. Además, el Gobierno turco tiene pla-
nes para expedir en breve pasaportes de lectura óptica (Norma 9303 de la OACI).
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Se encuentran en su última fase los preparativos para la expedición de los nue-
vos pasaportes de lectura óptica que responden a las normas de la OACI, coordina-
dos por el Ministerio del Interior en colaboración con los Ministerios de Relaciones
Exteriores y Finanzas, la Subsecretaría de Aduanas y la Fábrica de Moneda y Tim-
bre. El 29 de enero de 2004 se anunciaron las ofertas de licitación para la compra
del equipo y la maquinaria técnica necesarios para la preparación de estos
pasaportes.

1.13 Turquía tiene en total 107 puntos de entrada y salida en el país (por aire, mar y
tierra), 82 de los cuales están actualmente activos y abiertos al tránsito de pasajeros.

Los trámites de entrada y salida de viajeros en los puestos fronterizos se efec-
túan electrónicamente, de acuerdo con el “Proyecto de listas de personas cuya entrada
está prohibida en el país o deben ser vigiladas”, que forma parte integrante del pro-
yecto computadorizado de control fronterizo que abarca todos los puestos fronterizos.

Los datos del viajero, es decir, nombre, apellido, nombre del padre, fecha de
nacimiento, número de serie del pasaporte y nacionalidad, se registran en el sistema
computadorizado en el momento de entrada/salida en todos los puestos fronterizos.

1.14 De conformidad con las disposiciones de la Ley de Pasaportes No. 5682, no se
permite la entrada en Turquía a las personas sospechosas o dudosas. La Dirección
General de Seguridad del Ministerio del Interior mantiene y actualiza una lista de
personas a las que se prohíbe la entrada en Turquía.

Los extranjeros, así como los nacionales turcos que viajen a Turquía, deben
presentar pasaportes o documentos de viaje válidos a la policía fronteriza en los
puestos de entrada. A cualquier extranjero cuyo nombre aparezca en la lista, la poli-
cía de fronteras le niega automáticamente la entrada en Turquía.

La lista de personas a las que se prohíbe la entrada en el país se revisa y ac-
tualiza continuamente, y se transmite electrónicamente a los puestos fronterizos. La
base de datos actualizada de estas personas se transmite también regularmente a las
representaciones diplomáticas y consulares de Turquía. Las personas que solicitan
un visado de entrada o de tránsito son controladas por los funcionarios consulares
gracias a esta base de datos.

La Dirección General del Ministerio del Interior incluye los nombres de las
personas que figuran en la lista consolidada del Comité del Consejo de Seguridad de
las Naciones Unidas (resolución 1267 del Consejo de Seguridad de las Naciones
Unidas) en su base de datos de personas a las que se prohíbe la entrada en el país,
que se transmite electrónicamente a todos los puestos fronterizos.

1.15 El retorno de los viajeros a los que se niega la entrada en Turquía a su punto de
embarque se rige por la “Directiva de aviación civil sobre los procedimientos apli-
cables a los pasajeros inadmisibles en los puestos fronterizos por vía aérea”, de
20 de mayo de 2003. Esta Directiva, que se aplica en coordinación con los Ministe-
rios de Transporte y del Interior, se expidió en el marco de las disposiciones del
anexo 9 de la OACI, publicado de conformidad con el Convenio de Chicago sobre
Aviación Civil Internacional, Documento 30 de la Conferencia Europea de Aviación
Civil (ECAC) de la que Turquía es miembro, y con la resolución 701 de la Asocia-
ción Internacional de Transporte Aéreo (IATA).
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De conformidad con el artículo 8 de la Directiva mencionada, la responsabili-
dad de tomar las medidas necesarias para hacer regresar al pasajero al punto de em-
barque en el plazo de 48 horas corresponde al operador de la línea aérea con el que
el pasajero inadmisible llegó a la frontera de Turquía sin los documentos de viaje
adecuados. Si el operador responsable de la línea aérea no cumple con esta obliga-
ción será multado con 1.000 dólares de los EE.UU. Esta multa se aumentará a
3.000 dólares de los EE.UU. si el pasajero no es deportado en un plazo de 72 horas.

1.16 En Turquía, todo ciudadano turco recibe una documento nacional de identidad
en el momento de su nacimiento. Es obligatorio llevar un documento nacional de
identidad (certificado de nacimiento BIC), que debe tener la fotografía del interesa-
do al cumplir los 18 años de edad. De conformidad con el artículo 4 de la Ley
No. 1587 sobre Registro de Nacimientos, todos los nacionales turcos están obliga-
dos a inscribirse en el registro público de su domicilio y obtener un certificado de
nacimiento. Los trámites de registro en el extranjero los realizan los consulados tur-
cos. La responsabilidad de inscribirse en el registro y adquirir el certificado de na-
cimiento para los menores corresponde a sus padres.

Los certificados de nacimiento los expiden las oficinas municipales del Regis-
tro Público de la Dirección General de Registro de Nacimientos y Nacionalidad del
Ministerio del Interior.

Los procedimientos en las oficinas del Registro Público se tramitan electróni-
camente. Las 923 oficinas municipales del Registro Público están conectadas en lí-
nea entre sí gracias al Sistema Central de Control de la Población (MERNIS), un
sistema computarizado de gestión de la base de datos en servicio desde noviembre
de 2002.

Según el artículo 14 de la Ley No. 1587, la información que figura en los ar-
chivos de las oficinas del Registro Público es confidencial. Estos archivos sólo pue-
den ser examinados por el oficial jefe y por los oficiales autorizados de la oficina de
Registro Público. Sin embargo, las autoridades judiciales y las instituciones oficia-
les pueden obtener copias de las partidas de nacimiento, así como el cónyuge, los
padres y el representante oficial y parientes en primer grado del interesado. Los fun-
cionarios de las oficinas del Registro Público tienen la obligación de respetar el ca-
rácter confidencial de la información sobre las personas y sus familias.

En el sistema de registro se almacenan los datos siguientes: nombre, apellido,
sexo, nombre del padre, nombre de la madre, lugar de nacimiento, fecha de naci-
miento (día, mes, año), estado civil, religión, nombre de soltera, lugar de la Oficina
del Registro de Nacimiento (provincia, ciudad, distrito/aldea), número del libro de
registro, número de orden de la familia, número de orden de la persona.

1.17 Según se indicó en el párrafo 1.15 supra, tanto los extranjeros como los nacio-
nales turcos que viajen hacia o desde Turquía deben presentar a la policía de fronte-
ras en los puestos fronterizos pasaportes o documentos de viaje válidos.

A los turcos que lleguen a Turquía sin un pasaporte o documento de viaje váli-
do se les permite la entrada al país si pueden demostrar que son realmente naciona-
les turcos.
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Por otra parte, de conformidad con la Ley de Pasaportes No. 5682, el Gobierno
tiene autoridad para concertar acuerdos con los gobiernos extranjeros por lo que
respecta a la inmunidad excepcional de presentar pasaportes en los puestos fronteri-
zos. Turquía ha concertado acuerdos de este tipo con diversos países miembros del
Consejo de Europa. La lista de países cuyos nacionales pueden entrar en Turquía
presentando su documento nacional de identidad figura adjunta como anexo I.

Controles para impedir el acceso de los terroristas a las armas

1.18 La producción, venta, posesión, almacenaje, transporte, importación y exportación
de armas y explosivos y de material conexo de todo tipo, incluido el suministro de pie-
zas de repuesto y asesoramiento técnico, asistencia o actividades militares de adiestra-
miento afines se rige por la Ley No. 3763 sobre “Control de las empresas industriales
privadas que producen armas de guerra, vehículos, equipo y munición”.

La lista de materiales cuya producción, venta, transferencia, etc. está sujeta a
control en virtud de la Ley No. 3763 la determina el Ministerio de Defensa Nacional
(MND) y se publica todos los años en el mes de enero en la Gaceta Oficial. Esta
lista incluye, en particular, todo tipo de armas de fuego, sus piezas y componentes,
munición, explosivos y dispositivos que puedan utilizarse para dispararlas.

La producción, venta, exportación e importación de armas, explosivos y mate-
rial afín incluido en la mencionada lista está sujeta a un permiso del Ministerio Na-
cional de Defensa, que está autorizado para expedir licencias a empresas privadas
para la producción, venta, exportación e importación del material incluido en la lista.

Se necesita un permiso del Ministerio Nacional de Defensa para la exportación
e importación del material incluido en la lista mencionada, en particular del material
relacionado con el Régimen de Control de la Tecnología de Misiles, el Acuerdo de
Wassenaar y la Convención sobre las Armas Químicas. El Ministerio de Defensa
Nacional tiene en cuenta los acuerdos bilaterales y multilaterales sobre control de
las exportaciones en los que Turquía es parte al conceder los permisos de exporta-
ción/importación de ese material. Como ya se indicó en nuestro anterior informe,
Turquía es parte en el Tratado sobre la no proliferación de las armas nucleares, en el
Convenio sobre las Armas Químicas y en el Convenio sobre las Armas Biológicas.
Turquía es también miembro del Acuerdo de Wassenaar, del Régimen de Control de
la Tecnología de Misiles, del Comité Zangger, del Grupo de Suministradores Nu-
cleares y del Grupo Australia.

De conformidad con la Ley No. 3763, los fabricantes de armas, municiones y
explosivos están obligados a comunicar el número y tipos de armas que fabrican a
los Ministerios de Defensa Nacional, Interior y Finanzas al final de cada ejercicio
económico. Los fabricantes están también obligados a informar al Ministerio de De-
fensa Nacional de los pedidos que hayan recibido de clientes extranjeros en el plazo
de 10 días desde la fecha de la firma de un contrato. Estos informes deben incluir el
número y tipo de armas encargadas, así como información detallada sobre la identi-
dad de los clientes extranjeros. Para la venta de armas y municiones a países ex-
tranjeros se exige un “certificado de usuario final”. Los “certificados de usuario fi-
nal” presentados por las empresas exportadoras para obtener la licencia en cada caso
concreto son examinados minuciosamente por el Ministerio de Defensa Nacional.
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Como miembro de la Organización para la Seguridad y la Cooperación en Eu-
ropa (OSCE) Turquía atribuye gran importancia a la aplicación del documento de la
OSCE sobre las armas pequeñas y las armas ligeras aprobado en el Foro de la OSCE
sobre la Cooperación en materia de Seguridad en noviembre de 2000, que prevé la
elaboración de normas comunes para impedir la acumulación excesiva y desestabili-
zadora, así como la difusión incontrolada, de armas pequeñas y armas ligeras. De
acuerdo con las disposiciones de este documento, los Estados Miembros se han
comprometido a intercambiar entre sí información y a cooperar estrechamente para
elaborar normas y principios comunes sobre la producción, marcado, mantenimiento
de registros, exportación y documentos de importación de las armas pequeñas y las
armas ligeras. Todas las armas pequeñas y armas ligeras fabricadas en Turquía des-
pués del 30 de junio de 2001 están marcadas de acuerdo con las disposiciones del
documento de la OSCE. Las armas sin marcar confiscadas deben ser marcadas por
el Ministerio de Defensa Nacional de conformidad con las disposiciones del docu-
mento de la OSCE.

Los procedimientos relativos a la producción, fabricación, importación, ex-
portación, transporte, destrucción y utilización de explosivos con fines civiles están
controlados por el Ministerio del Interior de conformidad con el Reglamento
No. 87/12028 sobre los “Principios y métodos de producción, importación, trans-
porte, almacenamiento, venta, utilización, destrucción y detección de explosivos
desmonopolizados, equipo de caza y material afín”, preparado de conformidad con
la Ley No. 6551 sobre “Desmonopolización de la pólvora, explosivos, armas y ma-
terial afín y equipo de caza”.

1.19 La concesión de licencias de armas se rige por la Ley No. 6136 sobre Armas
de fuego, armas blancas e instrumentos similares. Las solicitudes de licencia se pre-
sentar a los gobiernos provinciales y son evaluadas por el Ministerio de Interior. Las
licencias las expide el gobierno provincial correspondiente. Toda persona que soli-
cite una licencia debe:

a) Tener al menos 21 años;

b) Reunir las condiciones físicas y mentales necesarias;

c) No tener antecedentes penales que le impidan poseer un arma de fuego.

Las condiciones psicológicas, neurológicas y físicas del solicitante son evalua-
das por una junta de doctores especialistas, tras lo cual la junta emite un informe si
el estado físico y mental del solicitante justifica la posesión de una licencia.

Por lo que respecta a los antecedentes penales, el solicitante deberá:

– No haber participado en delitos cometidos con armas de fuego,

– No haber sido condenado más de dos veces por ningún delito grave,

– No haber participado en delitos relacionados con terrorismo, delincuencia or-
ganizada, tráfico de drogas y “delitos vergonzosos”.

La Ley prohíbe el traspaso de licencias de una persona a otra. Solamente el ti-
tular de la licencia puede tener en su posesión el arma autorizada. Sin embargo, es
posible traspasar las armas de fuego con licencia. El nuevo propietario del arma está
sujeto a los mismos requisitos para tener derecho a una licencia. Una persona puede
estar autorizada a poseer más de un arma con licencia según el tipo de armas y las
condiciones especiales del interesado.
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Las licencias de armas de fuego son válidas únicamente por cinco años. El go-
bierno provincial competente que expide la licencia es responsable de supervisar la
fecha de validez y expiración de cada licencia. Se envía un recordatorio al titular de
la licencia un mes antes de la fecha de expiración. Cualquier licencia no renovada
antes de la fecha de expiración queda cancelada automáticamente.

Puesto que todas las personas que se cree están relacionadas con grupos terro-
ristas, incluidas las enumeradas en la lista del Comité de Sanciones del Consejo de
Seguridad de las Naciones Unidas (resolución 1267 del Consejo de Seguridad) figu-
ran en las bases de datos de la Dirección General de Seguridad del Ministerio del
Interior y de la Subsecretaría del Tesoro, entre otras, no es posible que estas perso-
nas obtengan ningún tipo de licencia de armas de fuego.

1.20 Véase el anexo 2 (Informe de la República de Turquía al Comité del Consejo
de Seguridad establecido en virtud de la resolución 1267 (1999) por lo que respecta
a las disposiciones adoptadas para aplicar las medidas impuestas por la resolución
1267 del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas).


